Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 25 minutos) 
La Comisión de Hacienda da la bienvenida al señor Ministro de Economía y Finanzas, economista Isaac Alfie y a sus asesores. 


Antes que nada, quisiera informar que algunos ahorristas me acercaron una carta que entregaré a la Secretaría para que la reparta, 
y también le daremos una copia al señor Ministro en la medida en que viene a hablar de este tema. En todo caso, también se 
podría incorporar esta carta a la versión taquigráfica. 


Debido a que el Ministro se va de viaje, nos pidió tener una reunión con la Comisión en forma urgente para hablar del artículo 31 
del proyecto de ley que se encuentra a estudio del Senado. Si bien el proyecto ya no está en esta Comisión, lo hemos considerado. 


SEÑOR MINISTRO..- En primer lugar, quiero agradecer la celeridad con que se me concedió la venida a esta Comisión. 


Me acompañan el señor Subsecretario, contador Alvaro Rossa; el miembro del Directorio del Banco Central, economista Andrés 
Pieroni; el señor Jorge Xavier, contador del Banco Central y el doctor Artecona de la Sala de Abogados del Banco Central. 


Básicamente solicité ser recibido por la Comisión para informar sobre los efectos numéricos que tendría la aprobación de la 
modificación del artículo 31, tal como está planteada en el Senado. Como los señores Senadores saben, el total de depósitos del 
Banco Montevideo a la fecha de cese, era de U$S 109:000.000 y el total de depósitos del TCB era de U$S 99:863.000. Como 
también los señores Senadores conocerán, el Banco Montevideo es el que tiene la peor situación patrimonial y es el que está 
dando el peor resultado en la prorrata; un resultado extremadamente bajo. La primera división, más allá del seguro que hay por el 
artículo 27, está dando un 8% de prorrata; luego tenemos la segunda división, que puede hacer que quizás llegue a duplicar esa 
cifra, pero aún no tenemos claro estos números que vendrán sobre fin de año. 


Quiere decir que en caso de incluir a los depositantes del TCB, esta cifra de proporción se dividiría en dos; es decir que los 
depositantes cobrarían el 4% en vez del 8%. No sólo me refiero a los depositantes que tenían dinero en el TCB, sino a los demás 
acreedores, como ser los tenedores de Obligaciones Negociables. 


En la primera división, por aplicación del artículo 27, se le está dando a los depositantes, además de su prorrata que, básicamente, 
son U$S 10:000.000 - estamos hablando del 8% de U$S 109:000.000 o U$S 110:000.000- unos U$S 36:000.000 adicionales de 
compensación. 


En caso de aprobarse la ley, la segunda división, que sería la parte de los llamados "Certificados B" del Banco Comercial, no se 
podría repartir entre los depositantes actuales y los tenedores de obligaciones porque tendría que guardarse una reserva para 
cubrir a los depositantes de este Banco, el TCB de las Islas Caimán, porque en la primera división que se va a hacer ahora no se 
les va a entregar nada. Entonces, los depositantes del Banco Montevideo en el segundo reparto -es decir, la segunda entrega de su 
cuota parte- no recibirían suma adicional. Esto es todo lo que quiero informar en materia de números y cifras. 


Como dije al principio, existen problemas con la Cartera del Banco Montevideo, que es la más dañada de todas y la que menos 
recupero tiene. A vía de ejemplo, cabe señalar que de cada U$S 100 de recuperación de Carteras que se está haciendo en el 
Nuevo Banco Comercial, U$S 60 provienen del Banco Comercial, U$S 30 del Banco La Caja Obrera y tan solo U$S 10 del Banco 
Montevideo. Es verdad que el Banco Comercial era bastante más grande, pero la proporción no era de seis a uno. Incluso, si no me 
equivoco, con el Banco La Caja Obrera la relación era de uno a uno. 


Por otra parte -y esta es una opinión personal, como Ministro- es posible que existan situaciones de engaño. De acuerdo con la ley 
que se promulgó en diciembre, no se ha podido probar ni un solo caso; no existieron pruebas que sirvieran para que alguien 
pudiera demostrar su engaño. 


SEÑOR COURIEL.- La primera pregunta que deseo formular tiene que ver, exactamente, con ese tema. ¿Nos podría brindar 
información sobre cuántos son los casos que recibió la Comisión Liquidadora? Por lo que recuerdo, había aproximadamente 1.500 
depositantes. Hace unos meses había entre 350 y 400, y en ninguno de ellos -como dijo el señor Ministro- se había podido probar 
el engaño. Entonces, me gustaría conocer las nuevas cifras en este sentido. 


La segunda interrogante surge porque, probablemente, hay algo que no recuerdo bien. Cuando hizo la presentación de los 
números, el señor Ministro separó el Banco Montevideo de los Bancos Comercial y La Caja Obrera. ¿En la segunda prorrata no 
serían considerados todos iguales, ya fueran depositantes del Banco Montevideo, del Banco La Caja Obrera o del Banco 
Comercial? 


SEÑOR XAVIER.- Como saben los señores Senadores, no integro la Comisión formada a instancias del artículo 31 y, por lo tanto, 
no puedo brindar una información exacta sobre los resultados que ha venido obteniendo. De todas formas, sí cuento con datos más 
o menos actualizados, lo que me permite afirmar que a esta altura la Comisión se ha pronunciado en un 50% de los casos, esto es, 
en alrededor de 700. Asimismo, los resultados no han cambiado con relación a lo que ha sido el trabajo previo, sobre lo que la 
Comisión ya había sido informada. Los elementos de prueba que siguen aportándose muestran la presencia de distintos elementos 
que llevan a confirmar la existencia de conocimiento y consentimiento de los clientes con relación a las inversiones que se 
manejaban a través del Trade and Commerce Bank. 


SEÑOR ARTECONA.- Deseo aclarar que nosotros llamamos prorrata a la relación entre los activos y los pasivos de cada empresa, 
consideradas individualmente. En ese caso la prorrata va a ser por Banco; cada uno tendrá su propia prorrata. Lo que sucede es 
que después ingresa el Estado con sus recursos, por la vía del artículo 27, pero eso ya no es prorrata; es simplemente que el 
Estado, con sus Certificados de Depósito -con su parte- le permuta al cuotapartista su cuota parte hasta determinada suma, de 


manera que toma el rol del cuotapartista. Es cierto que se pone eso en una bolsa y se hace con todos igual. Por eso, en proporción, 
como la prorrata del Banco Montevideo es más baja, recibe más del Estado y esto, exclusivamente, es para los beneficiarios del 
artículo 27; así, por ejemplo, los eurobonistas, que no son beneficiarios, cobran exclusivamente la prorrata. 


SEÑOR MINISTRO.- El tema es que, si bien es cierto que el Estado pone la diferencia hasta U$$ 100.000, también lo es que esa 
diferencia, en el fondo, es un subsidio implícito desde el resto de los acreedores hacia los depositantes del Banco Montevideo, lo 
cual es bastante claro. Con este proyecto estamos ampliando sustancialmente ese costo y, por ende, estaríamos reduciendo 
también significativamente la capacidad del Estado de atender al resto de los depositantes. Si fuera el caso de los números que 
hemos estado viendo hasta hoy, quizás se llegue para atender lo justo, pero se anula toda la posibilidad de que el Estado tenga un 
remanente en el depósito dentro del Banco Comercial, por ejemplo. 


Desde el punto de vista conceptual, mi opinión es que existen casos de gente que venía depositando desde mucho tiempo en el 
TCB, es decir, desde cuatro, cinco o seis años. También existen, diría, diferencias por monto. Reconozco -y es cierto- que me 
parece difícil, a menos que alguien sostenga lo contrario, que una persona pueda depositar en el exterior directamente U$S 4.000 o 
U$S 5.000, pues no es una cifra que los bancos suelen llevar afuera; pero en el otro extremo sucede que, en general, los bancos 
aceptan -o aceptan hoy- sacar depósitos importantes, de U$$ 40.000 o U$$ 50.000, por ejemplo. Entonces, hay diferencias, y creo 
que es hora de tomar una decisión y poner en consideración estos elementos, más allá de que, desde el punto de vista jurídico, soy 
contrario al hecho de que los ahorristas del TCB estén incluidos en cualquier norma ya que son ahorristas bajo otra ley. De 
cualquier manera, el Parlamento es soberano y decidirá quiénes estarán incluidos y quiénes no. Por mi parte, mi opinión -si de algo 
vale- es que se tendría que tomar en cuenta alguna diferencia sobre los montos y sobre las fechas, etcétera. Hay muchos 
elementos, algunos de los cuales puede resultar difícil de probar. 


Esto era lo que quería expresar, básicamente, y aclaro que estoy abierto a las preguntas que se deseen formular. 


SEÑOR ASTORI.- Antes de que el señor Ministro ingrese en otro tema, quisiera realizar algunas precisiones y, en cierto modo, 
también algunas preguntas. 


Seguramente el señor Ministro está en conocimiento de los ensayos de redacción que hemos venido procurando en la Comisión de 
Hacienda acerca de este tema y, a su vez, acaba de señalar su opinión favorable a que existan limitaciones en fechas y montos. No 
se refirió a otros, pero yo agrego que en los ensayos que hemos venido procurando también hay limitaciones en materia de 
Operaciones financieras e instituciones, las que están asociadas entre sí porque, como se sabe, el tomar en cuenta sólo el TCB y 
no otras instituciones del exterior supone referirnos exclusivamente a Certificados de Depósitos, ya que en otras instituciones se 
desarrollaba otro tipo de operaciones financieras. 


Mi pregunta es si, estando en conocimiento de esos intentos que se han venido desarrollando en la Comisión, el señor Ministro 
tiene una opinión coincidente con estas limitaciones o entiende que deberían ser otras. Repito que me estoy refiriendo a fechas, 
montos, instituciones y operaciones financieras. 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar quiero aclarar que estoy en contra de cualquier ley que regule esto, pero entiendo que 
pueden surgir grandes dudas. Bajo esas circunstancias, el texto del 11 setiembre habla de una limitación de depósitos que fueron 
aplicados por primera vez a contar del 31 de diciembre, con un reconocimiento de hasta U$S 100.000 y sólo del TCB. En realidad, 
personalmente desconozco cuáles son las otras instituciones. Sé que está el Saint Louis Investment y el VIC. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas formas, son de monto muy pequeño. 


SEÑOR MINISTRO.- Personalmente, creo que U$S 100.000 es una cifra demasiado elevada para contemplar a cualquier ahorrista 
y sobre todo a este en particular. 


Con respecto a la fecha, pienso que siempre hay que poner un límite, aunque no sé cuál sería el razonable. Si nos guiamos por el 
momento en que empezó la corrida, la fecha debería ser posterior al 31 de diciembre, pero si nos guiamos por cuando se dice que 
se empezaron a pasar depósitos de muy pequeño monto al exterior sin un consentimiento y con determinadas irregularidades, 
habría que ver cuál sería esa fecha. Por lo tanto, no me puedo pronunciar. 


En este artículo se dice que la carga de la prueba está en su totalidad sobre el Banco Central, por lo que le pediría a sus 
representantes que nos digan si tienen alguna forma de probar lo contrario o si va a entrar en la universalidad con esa redacción. 


SEÑOR XAVIER.- La información que ha sido proporcionada por el Banco Central en una anterior oportunidad en la Comisión de 
Hacienda, precisamente, hace una clasificación de los saldos y cantidad de clientes que se mantenían por TCB y VIC, partiendo de 
la base de cuál era la fecha en que se registraba por primera vez una operación de cada uno de esos clientes. 


Por tanto, al día de hoy con certeza podemos identificar exactamente el origen de la vinculación en términos de fechas de cada uno 
de los clientes que tienen productos, dependiendo de cuál sea la definición que se haga en el ámbito de la Comisión. 


Tenemos, a su vez, certeza sobre cuál es cada uno de los productos con los cuales los clientes se vinculaban, más allá de que en 
algún caso había algunos que tenían más de un producto y, por lo tanto, pueden aparecer repetidos y descontados más de una 
vez; pero estos son casos excepcionales. Obviamente, también tenemos información de cuáles son los montos en juego. Además, 
contamos con datos franjeados por cantidades, de forma de poder determinar, si lo que se resuelve es compensar hasta 
determinado monto, cuál es la cantidad que eso significa y, eventualmente, analizar el impacto que ello generaría sobre los 
restantes ahorristas. Es decir que en materia de información, estamos en condiciones de determinar con certeza, exactamente, en 
qué situación quedaría cada uno de los reclamantes que tenían estos productos. 


Por otro lado, también tenemos información de cuál fue el origen del vínculo del cliente con estos productos en particular, el tipo de 
operación y la institución a través de la cual se había vinculado. Sin perjuicio de que no es un tema que haya sido planteado aún 
como duda en forma precisa, quisiera manifestar mi preocupación por un cambio en la redacción de lo que yo conocía como 
artículo 2%, en el sentido de que en esta oportunidad se pretende dar una precisión mucho mayor al referir, ya no a "instituciones 
financieras del exterior", sino a "Trade and Commerce Bank". En mi opinión, se incurre en un error en el caso de los literales b) y c) 


del proyectado artículo 2%, cuando se hace referencia expresa al Trade and Commerce Bank, ya que en su redacción original 
pretendíamos comprender una situación distinta. 


Allí decíamos que el vínculo con el producto -partíamos de la base de que era el Certificado de Depósito en el TCB- se hubiese 
hecho a través de una institución financiera del exterior; eso decía en la anterior redacción del literal b). Allí estábamos buscando 
no comprender a quienes se habían vinculado a este producto a través de Finambras, en el Brasil; el Banco Alemán, en el 
Paraguay y el Banco Velox en la Argentina. Suponíamos que ahí había una clara decisión de un inversor que estaba en el exterior 
de invertir, a través del Banco Montevideo, en un producto en las Islas Caimán. Con esta redacción, me da la sensación de que el 
literal b) queda vacío, esto es, sobra, por lo que creo que correspondería volver a la redacción original si la intención era no 
comprender a inversores que se hubieran vinculado a este producto, en general, desde el exterior, sin haber pisado nunca el Banco 
Montevideo, a través de alguna de estas entidades que conformaban el grupo Peirano. 


Por otra parte, en el literal c) se decía " hubiesen adherido a acuerdos de pagos con instituciones financieras del exterior", porque 
ahí habíamos analizado qué pasaba con otros productos de otras entidades financieras. 


Estábamos pensando, básicamente, en el caso de "Creditanstalt" de Islas Vírgenes, que dio "default" por enero o febrero de 2002 y 
al día de hoy tiene un acuerdo de pago funcionando, que supone un reconocimiento de aproximadamente el 60% de los depósitos 
que había allí y que buscábamos dejar fuera, ante la eventualidad de que algún inversor en ese tipo de producto decidiera, por el 
40% restante que no había sido reconocido por "Creditanstalt", que estaba considerado dentro del literal c). Por ello, allí hacíamos 
referencia, también, a instituciones financieras del exterior. 


La sensación que tengo al leer esta última versión, es que en la decisión de la Comisión o del redactor de estas modificaciones, al 
tratar de precisar que comprende la participación del Certificado de Depósitos en el TCB, sin querer se incurrió en un error en la 
modificación de lo que estaba originalmente determinado en los literales b) y c). 


A modo de resumen -pero sin emitir opinión sobre cuál debe ser la fecha que eventualmente se considere como límite, lo que 
excede ampliamente mis posibilidades, porque creo que no corresponde que establezca qué es lo más adecuado- puedo decir que 
estamos en condiciones de señalar exactamente la fecha, el tipo de producto, el monto que significa, la cantidad de personas que 
estarían involucradas, etcétera, dependiendo de cuál sea la decisión que la Comisión entienda como más conveniente. 


SEÑOR ASTORI.- Creo que la explicación del contador Xavier ha sido muy clara y solamente quisiera confirmar que, según su 
opinión, solamente la redacción original de los literales b) y c) sería mejor, lo que no ocurriría con el literal a). Si esto es así, le pido 
que lo confirme y, además, si bien no es su responsabilidad aconsejar una fecha, no nos vendría mal su opinión al respecto, y en 
ese sentido insistiría en solicitársela. 


SEÑOR XAVIER.- Tiene razón el señor Senador Astori en lo relativo a los literales, porque en mi borrador de la última versión del 
proyecto de ley sustitutivo, había destacado que con respecto a los literales b) y c) sería conveniente volver a la redacción original. 
Obviamente, no estoy emitiendo opinión sobre las modificaciones del artículo 1%, porque pienso que van más al fondo del asunto. 
No obstante, sí creo que en la modificación de los literales b) y c) se incurre en un error. 


En lo que tiene que ver con las fechas a las que refiere el señor Senador Astori, mi opinión está vinculada a reuniones o 
conversaciones que hemos mantenido, a nivel del Banco Central, con ahorristas y con personas que están incluidos en este 
enorme problema. En esas reuniones han criticado vehementemente mi exceso al expresarme ante lo que la Comisión me ha 
requerido e, incluso, en alguna oportunidad me plantearon la posibilidad de que cambiara el tenor de mis manifestaciones ante la 
Comisión. En cada una de esas oportunidades dije claramente que, por lo general, no voy adonde no me invitan, pero que si me 
invitan y entiendo que debo concurrir, lo hago, y si además me piden opinión, la doy. 


Entonces, en lo que tiene que ver con el tema relativo a las fechas, creo que tiene una connotación esencialmente jurídica. 
Recuerdo que en la sesión del 14 de agosto, recorrí la versión taquigráfica del día 12 del mismo mes y a raíz de algunas reflexiones 
realizadas por el señor Senador Couriel, tomé nota de sus preocupaciones, una de las cuales estaba vinculada a las fechas. En 
aquella instancia, el señor Senador Couriel había manejado una fecha, basada en un hecho relevante como fue una resolución del 
Banco Central. En su momento, hice alguna referencia sobre dicha fecha y también recuerdo 14 ó 15 de marzo de 2002, que el 
señor Senador Astori también mencionó como una fecha posterior. 


Como todas estas fechas tienen un sentido jurídico, ya que forman parte de una resolución del Directorio del Banco Central tomada 
a partir de la identificación de la existencia de determinados problemas, preferiría que el doctor Artecona, que integra la Sala de 
Abogados, haga referencia al significado de las fechas mencionadas -es decir, a la del 7 de marzo y a la del 14 ó 15 de marzo- 
aunque no tuvo parte directa en la redacción de la resolución, que fue elaborada por la doctora Ana María Ratighieri, quien no nos 
pudo acompañar en el día de hoy. Entonces, si no hay inconveniente, preferiría que el doctor Artecona haga referencia al tema. 


SEÑOR ARTECONA.- Las fechas que menciona el contador Xavier, hacen referencia a las distintas resoluciones bancocentralistas 
por las cuales se instruyó al Banco Montevideo que fuera disminuyendo y eliminando su exposición en el Trade and Commerce 
Bank. 


Ahora bien, con relación específicamente a este proyecto de ley, interesa determinar si hay una fecha clara a partir de la cual 
comenzaron a realizarse colocaciones contra la voluntad o sin el conocimiento del cliente. Naturalmente, puede presumirse que 
esto ocurrió a partir del comienzo de la crisis bancaria en el Uruguay o quizás en la Argentina, pero es difícil precisar una fecha 
exacta. 


SEÑOR COURIEL.- Aquí hay dos temas centrales. Por un lado, lo que la Comisión está buscando es atender a aquellos ahorristas 
que fueron engañados; pero el segundo aspecto, que para mí, por lo menos, es muy importante, es tratar de lograr un consenso, 
porque la discusión de estos temas al exterior no es buena. Por eso estamos procurando un acuerdo político que permita dar 
tranquilidad al conjunto de los ahorristas. 


Para trabajar en el tema, se fijaron cuatro criterios. 


El primero de ellos tiene que ver con las fechas, y en este sentido se manejaron dos alternativas: el 31 de diciembre, que es la 
fecha del documento que entregó KPMG, y el 7 de marzo, día en que el Banco Central le comunicó al Banco Montevideo que no 
podía seguir comprando Certificados de Depósito. 


Un segundo acotamiento es el espacio: estábamos buscando que sólo se contemplara -porque entendemos que es lo que 
corresponde- a aquellos depositantes engañados cuyo dinero fue al TCB. Por eso se puso estrictamente "TCB" en el artículo 1. 


El tercer criterio es el monto, y se estableció que fuera de U$S 100.000 porque es exactamente la cifra que atendía la ley sobre el 
Nuevo Banco Comercial. 


Y el cuarto criterio es la acción subjetiva, que es, en este artículo, hasta el 31 de diciembre sin su consentimiento; la prueba la tiene 
el ahorrista. Pero también intentamos encontrar elementos para la acción subjetiva después de esa fecha, y en este caso, en lugar 
de mantener el mismo criterio, establecimos que hubiera sido contra su voluntad. Entonces, creo que quedó una respuesta 
pendiente. El señor Ministro le pidió ahora al Banco Central que le dijera si puede cumplir ese artículo por el cual se establece que 
tiene que mostrar la prueba de que la operación se hizo contra la voluntad del cliente, es decir, si está en condiciones de 
determinar, entre los depósitos que fueron al TCB después del 31 de diciembre, aquellos que no estarían incluidos porque no se 
hicieron contra la voluntad del cliente. Esta es la respuesta que quisiera recibir, e insisto: es una pregunta que no hicimos nosotros, 
sino el propio Ministro. 


SEÑOR PIERON!.- En este caso nos estarían faltando los datos del relevamiento que ya han hecho los miembros de la Comisión 
formada a instancias del artículo 31, que van a contar con la información proporcionada por los tenedores de participaciones en el 
TCB e información propia del Banco. Los integrantes de esa Comisión van a tener que ir a los expedientes ya constituidos y en su 
defecto a información del Banco, sobre todo en los casos en que por primera vez se aplicaron allí; habrá que determinar si existe 
documentación que acredite o en la que conste el consentimiento por el cual se constituyó ese depósito. Por esa razón, la mayoría 
de los casos hasta el momento han sido rechazados, ya que siempre se ha encontrado, lamentablemente para los intereses de 
esta gente, algún documento en el que aparece el pleno consentimiento, o sea la firma que expresa claramente dicho 
consentimiento. 


En cuanto a lo que el señor Senador Couriel mencionaba acerca del engaño, debo decir que se trata de un tema aún más difícil de 
probar porque, normalmente, es bajo ese engaño que ellos firmaron y expresaron su consentimiento, si fuera esa la hipótesis. De 
todas maneras, se va a tener que ir a los papeles para ver qué hay. De repente, los únicos que podrían quedar salvados, por decirlo 
de algún modo, serían los que hicieron sus operaciones vía telefónica. Es posible que justamente ellos hayan dado su 
consentimiento, pero al hacerlo por teléfono no hay nada firmado. Por otra parte, no sé si quienes operan por primera vez lo hacen 
de esa manera, porque normalmente eso sucede cuando existe un esquema de operación más fluido con el banco. 


SEÑOR HERRERA.- Fundamentalmente, quiero hacer un razonamiento y buscar una repuesta del doctor Artecona en su calidad 
de abogado, aunque debo aclarar que no es mi intención pasar por alto las jerarquías del Ministerio y del Banco Central. 


En mi razonamiento, de acuerdo con este borrador que fue hecho por algunos miembros de la Comisión, tendríamos tres tipos de 
situaciones. Todos los depósitos hechos antes del 31 de diciembre de 2001, de acuerdo con la interpretación que surge del artículo 
31 aplicada por la Comisión de juristas que se ha instalado en el Banco Central, en principio quedarían fuera del amparo legal. 
Quiere decir que sobre más de setecientos casos -que representan un 50 % del universo- no hay ninguno que haya sido amparado. 
Por lo tanto, estamos ante una presunción de que quedarían todos fuera o quizás, en la segunda mitad, podrían ingresar un par de 
casos -como decía el economista Pieroni- de aquellos que habiendo dado su consentimiento por teléfono no dejaron registro de su 
firma y, por lo tanto, no existe forma de probar si dijeron que sí o que no. 


El otro extremo sería a partir del 14 de marzo de 2002, porque de acuerdo con la información que nos ha llegado y como 
consecuencia de una orden del Banco Central a que se hacía referencia recién, el Banco Montevideo pasó, "manu militari", la 
titularidad de las cuentas que dicho Banco tenía a su nombre en el TCB, a nombre de sus clientes. De ese modo el Banco cumplía 
con la indicación del Banco Central en el sentido de reducir, hasta eliminarla, su exposición en el TCB. Entonces, como además 
este texto se refiere a ahorros que fueron aplicados por primera vez a contar desde el 31 de diciembre de 2001, mi interpretación 
sería la de que este proyecto de ley se aplicaría con limitantes entre el 1% de enero y el 14 de marzo de 2002. De esa forma, serían 
esos los únicos casos a los que se aplicaría esa disposición, porque los de la primera hipótesis estarían prácticamente descartados 
por la interpretación que hace la Comisión de juristas del Banco Central y que, a mi juicio, es correcta, ya que no existen otros 
elementos para actuar más que los formales. Asimismo, luego del 14 de marzo entraríamos en una situación en la que no resulta 
posible distinguir quién no quiso, porque el Banco Montevideo, cumpliendo con las directivas del Banco Central, pasó todo a 
nombre de los clientes. Entonces no tendríamos cómo saber quién quiso enviar su dinero efectivamente y tuvo conciencia y 
voluntad de enviarlo al exterior, y a quién se le hizo el cambio "manu militari". Por lo tanto, de acuerdo con este borrador, el período 
de discusión afecta a los clientes que por primera vez fueron al Banco Montevideo e hicieron sus depósitos entre el 1? de enero -o 
mejor dicho desde el 2, porque el 1% normalmente era feriado- y el 14 de marzo, cuando el Banco pasó a hacer ese cambio de 
titularidad forzado. 


Quisiera conocer el comentario del doctor Artecona con respecto a este razonamiento jurídico, sin ánimo de generar un debate -que 
creo no es el de hoy- sino para tratar de aclarar al máximo la situación a los efectos de ver cómo alcanzamos la solución más 
equitativa y justa posible. 


SEÑOR ARTECONA.- Mi discrepancia con el señor Senador Herrera es la siguiente. Al leer este proyecto advierto sólo dos 
períodos: el anterior al 31 de diciembre -en el cual rige lo que ya regía y donde habrá que analizar caso por caso la ausencia de 
consentimiento- y el posterior a esa fecha, independientemente de la de marzo o no, en el que rige la regla general del artículo 1*, 
con las excepciones del artículo 2%. En la aplicación del proyecto de ley no veo relevante esa distinción que el señor Senador 
Herrera hace respecto de marzo, porque si el Banco Montevideo colocó determinadas cuentas a nombre de sus clientes, lo puede 
haber hecho en la medida en que esos clientes ya tenían participaciones en el TCB. Ahora bien, ello no estaba reflejado en cuentas 
individuales, sino que era una colocación del Banco en la que los clientes participaban. 


SEÑOR HERRERA.- En la segunda distinción me refiero a lo siguiente. Como a partir del 14 de marzo el Banco Montevideo ya no 
tomaba depósitos a su nombre en el TCB sino solamente a nombre de los clientes, no tenemos cómo saber cuándo era el cliente 
quien efectivamente quería hacer esa operación o cuándo se hacía el cambio "manu militari". Quiere decir que a partir del 14 de 
marzo ya no hubo opción y era el cliente sí o sí, debido a que el Banco Montevideo estaba cumpliendo con una instrucción del 
Banco Central y no podía hacer depósitos a su nombre en el TCB y emitir Certificados de Depósito que fragmentaba entre sus 
clientes. A partir del 14 de marzo, tanto los clientes anteriores como los nuevos tenían que operar a su propio nombre. Estamos 
hablando en base a la información y a la documentación que ha llegado a nuestro poder. 


SEÑOR ARTECONA.- Sobre ese aspecto preferiría que el contador Xavier contestara si es exactamente así. 


SEÑOR XAVIER.- Yo trataba de no participar de una discusión que es esencialmente jurídica, pero creo haber interpretado 
aproximadamente el planteo del señor Senador Herrera, sobre lo que voy a pedir que me ayuden y me corrijan si me equivoco. 


Me queda la sensación de que estamos hablando de tres períodos. Uno de ellos deberíamos situarlo desde el 14 de marzo de 2002 
en adelante, lo que implica que todos aquellos clientes que se hayan vinculado con participaciones de depósitos en certificados del 
TCB, por primera vez a partir de esa fecha están, sin lugar a dudas, protegidos por la ley. Esa es una realidad que sigue existiendo. 
Quiere decir que hay clientes vinculados con Certificados de Depósito del TCB a partir del 14 de marzo de 2002 sin duda alguna. 
Por lo tanto, si es del 14 de marzo de 2002 en adelante, la interpretación que me resta hacer es si están incluidos en la protección 
que el artículo 31 contempla. 


SEÑOR ASTOR!I.- Esto es así, con la excepción de que depende de la posibilidad de que las autoridades puedan probar que fue 
contra su voluntad, lo cual se agregó en la versión del 11 de setiembre. 


SEÑOR HERRERA.- Creo que se está generando una confusión. De acuerdo con instrucciones del Banco Central, de fecha 7 de 
marzo, el Banco Montevideo tenía que retirar su exposición, como banco, directamente en el TCB. Como consecuencia de eso, 
cambió la titularidad de Banco Montevideo -o no sé qué nombre le daría- por la de los clientes de su banco, y esto lo hizo por una 
orden interna. Entonces, si existió esa orden del Banco Central -según la información proporcionada- pregunto: ¿el Banco 
Montevideo no la cumplió, siguió teniendo exposición en el TCB y emitiendo Certificados de Depósito? Si es así, estaríamos ante 
una cuarta situación. 


SEÑOR XAVIER.- A fin de ser lo más gráfico posible, debo decir que la instrucción del Banco Central del 7 de marzo -que se 
instrumenta a través de una orden vía "mail" del Gerente General del Banco Montevideo del 14 de marzo- en los hechos se cumplió 
exclusivamente a nivel de los registros del Banco. Esto es, si nosotros vamos a los Certificados de Depósito físicos emitidos 
efectivamente por el TCB, todos están emitidos a nombre del Banco Montevideo. Lo que se hizo fue, en lugar de mantener los 
registros del banco a nombre del propio Banco -posición propia- ponerlo en cabeza de cada uno de los clientes que participaba en 
ese Certificado. Es decir, se hizo como si fuera un certificado global que se abría en "n" certificados escriturales que se recogían en 
los registros del Banco Montevideo. 


Como tuvimos que presentar la prueba de los créditos que reclama el Banco Montevideo, propios y de clientes ante la liquidación 
del TCB, lo que remitimos fue algo así como U$S 250:000.000 en certificados que están todos emitidos a nombre del Banco 
Montevideo, salvo dos que están emitidos a nombre de BM Fondos. Esto es así porque a nivel de la legislación, la regulación 
existente dice que todas las inversiones de los fondos de inversión en el Uruguay tienen que estar a nombre del propio Fondo. O 
sea, hay una larga serie de certificados emitidos a nombre de Banco Montevideo y dos emitidos a nombre de BM Fondos. 


Por lo tanto, aun en el caso de que esta instrucción del día 7 de marzo se cumple en el Banco Montevideo, se hace a nivel de los 
registros y no en términos del certificado en sí, que sigue estando a nombre de aquel Banco. Por eso, en cuanto a la fecha de corte 
del 14 de marzo, que manejaba el señor Senador Herrera, yo hacía referencia a qué era lo que se estaba planteando. Es decir, si la 
registración se había hecho a partir del 14 de marzo, lo que plantea el señor Senador Herrera, según mi interpretación, es que 
quedan comprendidos automáticamente. Si se dan entre el 1? de enero de 2002 y el 14 de marzo, quedaría de acuerdo con el texto 
del proyecto de ley del 11 de setiembre del 2003, en el sentido de que quedarían comprendidos, salvo que la Comisión del artículo 
31 encuentre elementos de juicio que demuestren que efectivamente existió voluntad del inversor en hacer esa inversión. Y si es 
anterior al 31 de diciembre de 2001 -en la interpretación que hago de lo que el señor Senador Herrera estaba planteando- quedaría 
exactamente en los mismos términos de la actual redacción del artículo 31. 


SEÑOR HERRERA.- El "mail" del Gerente General del Banco Montevideo es del 15 de marzo y le comunica a las demás 
autoridades de la institución que con fecha 14, pasen la titularidad del Banco Montevideo, a nombre de los clientes del Banco. Ese 
es uno de los elementos fundamentales para ver el poco respeto que había sobre la voluntad del cliente. Se decía que, con fecha 
del día anterior, se cambiaba la titularidad de las cuentas, por lo que los clientes parecían ser poco consultados. Digamos que hay 
una excusa que es cumplir con lo que indica el Banco Central. 


Si entendí bien, esto me hace acordar un poco a aquello de "cumplo, pero no obedezco" porque, en realidad, tampoco cumplieron. 
Cumplieron con la documentación interna frente al Banco Central, pero no sé si se enteró el cliente y tampoco se formalizó el 
cambio ante el TCB. ¿Es así lo que estoy entendiendo? He tratado de evitar utilizar adjetivos a lo largo de todos estos meses, pero 
con toda franqueza digo que estamos ante una situación realmente grave. Al Banco Central se le mostraba papelería demostrando 
que había cambiado la titularidad pero, en realidad, no lo había hecho. Esto es grave. 


SEÑOR ASTORI.- Es gravísimo. 


SEÑOR XAVIER.- Tiene razón el señor Senador Herrera al afirmar que no se formalizó el cambio ante el TCB. Una solución para la 
demostración de los créditos del Banco Montevideo, por posición propia y por posición de clientes fue que una gran cantidad de 
certificados físicos continúan emitidos a nombre de ese Banco. Por lo tanto, cuando el Banco Montevideo intervenido reclama los 
créditos ante la liquidación, primero provisoria y luego definitiva del TCB, lo hace poniendo como elemento de prueba certificados 
físicos emitidos, todos ellos, a nombre de Banco Montevideo, menos dos que estaban a nombre de BM Fondos, y dice que se 
presenta por determinado monto con parte de esos certificados, como posición propia y otra parte como posición de clientes. ¿Qué 
implica esto? Que para la liquidación del TCB, los clientes individualmente considerados que habían invertido en participaciones en 


esos certificados, para el TCB no existen porque no los tiene identificados como tales y exclusivamente los tiene el Banco 
Montevideo en los registros de las transacciones que se hicieron a nombre de ellos. 


Esa instrucción a la que hacía referencia el señor Senador Herrera del 15 de marzo realizada por el entonces Gerente General del 
Banco Montevideo, se cumplió en los registros de dicho Banco, no se formalizó ante el TCB y, por lo tanto, continuaron los 
Certificados de Depósito globales emitidos a nombre del Banco Montevideo. 


SEÑOR HERRERA.- Está claro que al hacer eso el Banco Montevideo estaba dando información errónea al Banco Central. ¿El 
Banco Central manejaba la información que le suministraba el Banco Montevideo, donde decía que había cumplido con su 
instrucción y había cambiado la titularidad de las cuentas, o pudo verificar inmediatamente que eso no era cierto y que el Banco 
Montevideo no estaba cumpliendo? 


SEÑOR XAVIER.- Como comprenderá el señor Senador Herrera y los integrantes de la Comisión en general, se me está pidiendo 
una opinión sobre el tipo de información que se remitía al Banco Central y, en definitiva, la actuación de éste en función de la 
información que recibía del Banco Montevideo. 


SEÑOR HERRERA.- No le pido una opinión, contador Xavier; en este caso solicito una información y no quiero comprometer a 
nadie con una opinión, pues se trata de un tema que estamos desbrozando en este momento. Concretamente quisiera saber qué 
tipo de información le daba el Banco Montevideo al Banco Central. ¿Le decía: "He cumplido con lo que usted me dijo, señor Banco 
Central, y he cambiado la titularidad" y luego resultó que no era así, o informó lo que se nos planteó ahora? Quizás mi pregunta no 
debiera contestarla usted sino el Directorio del Banco Central. Reitero que no deseo generar ningún tipo de complicación, sino que 
simplemente busco una aclaración. 


SEÑOR XAVIER.- Es obvio que este tipo de información sobre el funcionamiento y el cumplimiento de la instrucción del Directorio 
del Banco Central la proporcionaba el Banco Montevideo a la Superintendencia de Bancos, de la cual no formaba parte en esa 
fecha, como así tampoco en el día de hoy. Por lo tanto, mi conocimiento del tema surge a partir de mi designación como Veedor del 
Banco Montevideo, el 10 de junio de 2002. Me consta que ese día la Superintendencia de Bancos manejaba información 
prácticamente diaria a partir de la instrucción del 7 de marzo, en el sentido de cuál era el comportamiento que debía mantener el 
Banco Montevideo. 


El hecho de que los Certificados de Depósito estén físicamente emitidos a nombre del Banco Montevideo, desde mi punto de vista 
no implica necesariamente que no haya dado cumplimiento a la instrucción del Banco Central. Aclaro que no estoy ingresando en el 
tema del consentimiento, del fraude o del dolo cometido por el Banco con relación a sus clientes porque, además, es bastante claro 
que sin dudas lo hubo. Sí quiero manifestar que a partir de las condiciones en las que los Títulos -en este caso, Certificados de 
Depósito- se emiten y se registran, y como tenemos un certificado global que se puede vender fraccionado como un producto más 
en el sistema financiero -a nivel internacional y local funciona así- el Banco Montevideo debía actuar como entidad registrante, esto 
es, registrar la titularidad de cada uno de los participantes en ese certificado global. En los hechos, eso opera como un Título que 
en sí mismo no tiene existencia física, salvo por la anotación en un registro. Lo que debe hacer la entidad que asume ese 
compromiso -en este caso, el Banco Montevideo- es cumplir con ciertas formalidades con relación al registro que lleva de cada uno 
de los titulares. De todos modos, es un elemento que funciona así en nuestro sistema o en cualquier mercado de capitales 
desarrollado. 


En esa materia quizás sería conveniente que el doctor Artecona hiciera uso de la palabra porque es un tema esencialmente 
jurídico. Estamos hablando del funcionamiento de los registros de valores que se emiten en forma escritural o, como en este caso, 
un certificado global que tiene existencia física, pero que no se negocia a nivel del mercado como un único título, sino a través de 
participaciones que, exclusivamente, se registran, en este caso, en el Banco Montevideo. Repito que como se trata de un tema con 
connotaciones jurídicas, sería bueno que el doctor Artecona hiciera alguna breve referencia sobre el funcionamiento de este tipo de 
registros y la validez de esta clase de valores -participaciones en el Certificado de Depósito- como un producto financiero más que 
se puede negociar en un mercado financiero. 


SEÑOR ARTECONA.- Hay varias posibles formas de actuación. El Banco Montevideo podía hacerlo bajo la figura de la comisión, a 
través de la cual compraba títulos por cuenta y orden de sus clientes, pero a nombre propio. 


SEÑOR HERRERA.- Nos estamos refiriendo, concretamente, al 14 de marzo en adelante y no a los antecedentes, porque la 
Comisión ya los maneja dado que sus compañeros del Banco Central nos han ilustrado y, sin convertirnos en expertos, vamos en 
camino de ser idóneos. El comentario jurídico al que creo se refería el contador Xavier, es el vinculado al significado que tiene, a 
partir del 14 de marzo, esa registración interna, no formalizada ante el TCB, y no sabemos si tampoco ante los clientes. Es la 
registración para cumplir con lo que en principio el Banco Central había dispuesto el 7 de marzo. 


SEÑOR ARTECONA.- Creo que habría que analizar la situación concreta de cada persona. En sí, lo que el señor Senador señala 
no tiene, para mí, un verdadero sentido jurídico; pienso que jurídicamente la situación era la misma, antes y después de esa 
resolución. Pero, reitero, habría que ver la relación de cada cliente con el Banco con anterioridad a ello y constatar si, 
efectivamente, esa registración hecha por el Banco Montevideo refleja la realidad de la operación querida por el cliente. Me da la 
impresión de que este es, estrictamente, un tema de índole de presentación contable, pero sin relevancia jurídica. 


SEÑOR HERRERA.- Por mi parte, quisiera formular otra interrogante, esta vez de índole bancaria. Concretamente, quisiera poder 
entender la finalidad de la instrucción del Banco Central del 7 de marzo. De repente, estoy preguntando algo que es muy ajeno a lo 
que es la obviedad del negocio bancario, pero téngase en cuenta que ésta no es mi especialidad. Entonces, me gustaría saber cuál 
era la finalidad: ¿que cambiara la titularidad, o que esos fondos volvieran al Banco Montevideo? Seguramente el Banco Central 
estaba pensando en fortalecer al Banco Montevideo. Entonces, ¿le preocuparía esa colocación de fondos en el exterior? Pregunto 
esto como una cuestión de sentido común, porque soy un ciudadano que no ha hecho más que ir, alguna vez, por un banco, abrir 
una cuenta y firmar un cheque. Supongo que la finalidad era evitar que hubiera una fuga de fondos o un debilitamiento de la 
situación interna del Banco Montevideo. Si así fuera, -me adelanto, para no seguir haciendo preguntas y así evitar que mis 
compañeros me reprochen este casi monopolio en el uso de la palabra- no ganaríamos nada con el cambio de titularidad porque, 
en definitiva, el dinero del Banco es el dinero de sus clientes. Si con el cambio de titularidad siguió el dinero allá, se me diría que el 
resultado está a la vista, y es obvio, pues eso fue lo que sucedió. 


Pero supongo que el propósito del Banco Central era fortalecer al Banco Montevideo mediante la vuelta de esos depósitos a su 
seno, en lugar de continuar en el exterior. Quisiera saber si esta interpretación es correcta. 


SEÑOR PIERONI.- No sé cuál fue, realmente, el motivo que llevó al Banco Central a tomar esa resolución, pero me imagino que 
fue a los efectos de bajar la exposición propia con respecto a su Banco relacionado y transparentar el nexo de los clientes con el 
TCB. En los balances o en la cuenta de orden eso no estaría reflejado, o sea que figuraría el TCB como con un gran activo que, 
según él, eran U$S 250:000.000, que figuraban como posesión propia del Banco Montevideo cuando, en realidad, gran parte de 
eso era posesión de los particionantes. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Sanabria) 
SEÑOR MICHELINI.- Por mi parte, quisiera formular cinco preguntas. 
Ante todo, pregunto desde cuándo el Banco Montevideo está expuesto en la magnitud que lo estaba ante el TCB. 


Segundo, el señor Ministro ha señalado que, a su criterio, algunos depósitos de bajo monto -U$S 2.000, U$S 3.000 o U$S 4.000- 
no merecían ir hacia afuera, a pesar de lo cual realmente fueron. Personalmente, pregunto si eso no es un indicio de la voluntad del 
Banco con relación a la actitud que tenía ante el TCB. Y si ese depósito lo pasó antes del 31 de diciembre de 2002, ¿este segundo 
proyecto no estaría generando una injusticia frente a otros de montos mayores, que fueron al exterior después de la fecha 
mencionada? 


En tercer lugar, si una persona va por primera vez al banco desde el 1* de enero -bueno, desde el 2 de enero ya que los bancos el 
1% de enero están cerrados- de 2002 hasta su intervención, bajo la convicción del señor Ministro, ¿se puede identificar si fue 
porque, dado que empezaba la corrida bancaria, quería sacar su dinero al exterior o si fue engañado? 


Por otra parte, en la medida que entre el 2 de enero de 2002 y el momento de la intervención, además de personas que actuaron 
por primera vez, hubo gente que renovó vales o que se los renovaron, pregunto si se puede hacer una diferencia jurídica entre 
quienes tienen certificados del TCB hechos en febrero por primera vez y quienes los tienen hechos en marzo porque renovaron, 
independientemente de que quien concurrió por primera vez fue engañado o si quien renovó venía siendo engañado. 


Aquí se habla mucho de la corrida bancaria, pero personalmente no hablo tanto de ello, aunque ahora me voy a expresar un poco 
más. Creo que hubo una política del banco de mandar la mayor cantidad de dinero al TCB para que después viniera a Buenos 
Aires, y eso no fue en marzo o en la corrida, sino mucho antes. Ya en octubre de 2001 se hablaba de que estaban muy expuestos. 


Para mí la identificación es que el banco tenía algunos productos extranjeros, pero prácticamente todos iban al TCB. Frente a todas 
estas cosas, el contador Xavier dijo que sin duda había un dolo. Entonces, pregunto si el señor Ministro nos puede asegurar que 
todos aquellos casos que queden fuera no van va a pleitear y ganar en los tribunales. La virtud del proyecto que está a discusión en 
el Senado -que no es este sustitutivo- es que quien acepta incorporarse no va a pleitear al Estado. Pero, si sucede como desea el 
Ministro, si no hay ley, o si se aprueba una ley que contempla a algunos y no a otros, ¿se puede asegurar que nadie va a ganar un 
pleito y que al Estado no le salga mucho más caro que el proyecto que está en el Senado o el sustitutivo que está en la Comisión? 


SEÑOR MINISTRO.- La primera pregunta tendría que trasladarla a los representantes del Banco Central, pero no a los que están 
aquí presentes, sino a la Superintendencia, para saber la exposición que tenía el Banco Montevideo en el TCB y desde cuándo la 
tenía. 


La segunda pregunta refiere a los depósitos de bajo monto y si eso es un indicio. Estimo que si es un depósito directo de bajo 
monto, es un indicio de que es difícil que se ponga directamente. Sin embargo, puesto en una participación de Certificado de 
Depósito como suelen hacer, incluso, los agentes de Bolsa cuando juntan mucha gente y hacen un Certificado de Depósito dando 
luego un papel a cada persona que dice que le corresponde determinada cantidad en dicho Certificado -como en un fondo de 
inversión cualquiera- ya no sé hasta dónde llega o no llega el indicio. 


La tercera pregunta que formula el señor Senador, tiene que ver con el hecho de si se puede o no distinguir, después del 1% de 
enero, si era para poner el dinero afuera o en el Banco Montevideo. Desde el punto de vista formal, no puede haber distinción, 
porque todos firmaron los mismos papeles. Estas son las cosas que no tienen solución. Hay una división, como tal arbitraria - 
siempre en el mejor espíritu y en la mejor voluntad, pero arbitraria al fin- y en eso hay que quedarse. Pero no se puede distinguir; 
desde el punto de vista formal, seguramente, es un formulario que ya está hecho y todos lo firman. 


La cuarta pregunta consiste en saber qué pasa con quien renovó. La presunción es que el que renovó venía desde antes; había 
puesto su dinero afuera y había recibido la comunicación de que su dinero estaba en determinado lugar. Por lo tanto, como dicen 
las cartas, si en diez días no se revoca este saldo y demás, queda confirmado, etcétera. Parece claro que las renovaciones 
automáticas son algo usual en la banca y que quien recibe los papeles de renovación automática está consintiendo de pleno 
derecho esa renovación. 


La última consulta se refiere a si se puede asegurar o no que alguien gane un juicio. Claramente, no se puede asegurar que alguien 
gane un juicio o que el Estado vaya a ganar o perder todos los juicios. Si los señores Senadores permiten que me guíe por los 
hechos objetivos y por lo que la Comisión formada a instancias del artículo 31 ha venido evaluando, parecería difícil que se gane un 
juicio porque, en general, aquí valen solamente las pruebas objetivas, que son bastante inequívocas a favor de que la gente 
consintió, con su firma, en poner el dinero afuera. Pero nadie está exento de que eso no ocurra y de que algún Juez consiga otros 
indicios o determinadas declaraciones de ciertos Gerentes, que puedan cambiar esta prueba objetiva. 


SEÑOR MICHELINI.- Con respecto a la última pregunta y a la respuesta que dio el señor Ministro, quisiera hacer una precisión. 


En principio, todo indica que hubo una actitud del Banco y de sus dueños para generar la mayor cantidad de montos posibles para 
traspasar al TCB y luego a Buenos Aires, que en los años anteriores a la corrida eran producto de su propia financiación, pero en 
los meses cercanos a dicha corrida se hizo para evitar lo que ocurría, primero en la Argentina y después en las propias ecuaciones 
del Banco Montevideo aquí, con un consentimiento de contratos genéricos. 


En alguna otra oportunidad preguntamos al Banco Central qué hubiera pasado si esto hubiera demorado un mes más antes de que 
dicho Banco interviniera. Por esta situación, los ahorristas que cobrarán lo que cobren y que estarán amparados por el artículo 27, 
estarían también integrando el Fondo del TCB, porque los habían pasado a esta entidad. Entonces, como no se puede determinar 
quiénes pasaban por propia voluntad y quiénes no, ya sea porque concurrían por primera vez o porque estaban renovando sus 
plazos -lo que se hace en forma automática- y creían que seguían dentro del Banco, en mi opinión, la fecha del 31 de diciembre no 
diferencia un caso del otro, porque esta política del Banco se venía practicando con mucha anterioridad, y existe el posible riesgo 
de que los Jueces determinen que hubo un dolo o estafa y que el Banco Central no estuvo a la altura de las circunstancias. Ese es 
un escenario jurídico posible y entendemos que esta es una forma de amparar los intereses de todos los ahorristas y también de 
acotar el riesgo del Estado. 


Por lo tanto, planteé esa pregunta, porque una cosa es que el señor Ministro entienda que en ningún caso -tal como se lo trasmiten 
los abogados de su Ministerio- cabría la posibilidad de que se pierdan juicios, y otra sería que se corran riesgos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Michelini) 


SEÑOR COURIEL.- Desearía formular una pregunta a la delegación que nos visita y, principalmente, al contador Xavier porque 
quisiera tener las cosas claras. Anteriormente, hablé de cuatro criterios, y uno de ellos era la acción subjetiva. En la redacción de 
este artículo sustitutivo se está planteando que antes del 31 de diciembre de 2001, corresponde al ahorrista presentar la prueba de 
si hubo o no consentimiento, pero después de esa fecha, es decir, a partir del 2 de enero de 2002 hasta que se cerró el Banco, le 
corresponde a la institución financiera estatal, al Banco Central. 


Por las manifestaciones del contador Xavier entendí que entre el 31 de diciembre y el 7 o el 14 de marzo, se aplica lo que he dicho 
anteriormente, pero después de esas fechas, no. Me gustaría que se aclare si es así o no. 


SEÑOR XAVIER.- El señor Senador Couriel tiene razón en la afirmación que hace. Sin embargo, mis reflexiones relativas a la fecha 
del 14 de marzo fueron hechas a partir de la intervención del señor Senador Herrera quien, a mi criterio, planteaba una especie de 
segundo corte, además del establecido el 31 de diciembre que planteó el señor Senador Couriel. Creo que por la redacción actual 
del artículo 1% queda claro el planteo que está haciendo el señor Senador Couriel. Obviamente, más allá de manejar una acción 
subjetiva, lo que está haciendo es determinar de quién es la carga con relación a la situación de cada uno de los implicados. 


SEÑOR SANABRIA.- Creo que en virtud de la importancia del tema, se han vertido generosas apreciaciones vinculadas al Banco 
Central y al Ministerio de Economía y Finanzas, por lo que solicitaría que la Comisión remita la versión taquigráfica de esta sesión a 
las autoridades que hoy nos visitan, para que realicen las correcciones que estimen pertinentes. Esto sería importante porque nos 
permitiría actuar acorde con la generosidad que han tenido los visitantes de hoy en cuanto a la información que han brindado. Creo 
que esa información puede generar expectativas grandes, que quizás no se puedan cumplir después, lo que evidentemente no 
ayudaría a la voluntad política que tenemos todos los parlamentarios en cuanto a poner una especie de punto final, a través de esta 
ley, a una situación dramática en todos los casos, más allá de que sabemos que, aún legislando sobre este tema, van a seguir 
existiendo dificultades y situaciones dramáticas. 


En definitiva, si no hay oposición de la Comisión, pediría que la versión taquigráfica se mantenga en reserva hasta que las 
autoridades que hoy nos han visitado realicen las correcciones que estimen pertinentes, luego de un análisis más sereno de las 
expresiones vertidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá, entonces. Se enviará a cada integrante de la Comisión y a cada uno de los invitados la 
versión taquigráfica de sus palabras y, una vez que estén corregidas, se pondrá de manifiesto el acta correspondiente. 


Si no hay otros comentarios sobre este tema, vamos a dar la palabra al señor Ministro para referirse a otro asunto. 
SEÑOR MINISTRO..- Gracias, señor Presidente; voy a ser muy breve. 


Nosotros, naturalmente, no somos ajenos a lo que escuchamos y a lo que leemos en la prensa todos los días, y por eso vemos con 
preocupación que nuevamente existe algún movimiento que está proponiendo una nueva ley de refinanciación general. 


Los señores Senadores saben que hubo un acuerdo de partes entre el Ministerio de Economía y Finanzas y los Bancos sobre una 
serie de reperfilamientos voluntarios. A este respecto les voy a distribuir la información preliminar que tenemos, elaborada por el 
Area de Defensa al Consumidor del Ministerio, con la aclaración de que quedan por procesar los datos del Nuevo Banco Comercial, 
del Banco de la República, del Citibank y del BBVA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿De qué créditos estamos hablando? 


SEÑOR MINISTRO.- De los créditos que calificaban para el reperfilamiento, es decir, los que estaban al día a junio de 2002, antes 
de la devaluación. La información incluye tarjetas de crédito y créditos para consumo y vivienda, o sea, créditos personales. 


Las solicitudes que se presentaron y que efectivamente calificaban para ese reperfilamiento, era por un total de U$S 17:300.000 en 
estos Bancos, de los cuales llegaron a un acuerdo deudores con créditos por U$S 15:259.000; esto es, prácticamente el 88% llegó 
a un acuerdo y está pagando al día. Nos falta la información del Citibank y del BBVA, que no la tenían todavía procesada, pero los 
números eran muy parecidos, en especial en el Citibank, que era el que tenía más deudores y tuvo una política bastante liviana, por 
decirlo de alguna manera, para buscar acuerdos con sus clientes. En cuanto al Banco de la República y al Nuevo Banco Comercial, 
tenemos datos primarios, no definitivos, porque todos conocemos que hay retraso en la información. En estos casos tenemos datos 
sólo de los clientes que han llegado a acuerdos -no tenemos el total de los que calificaron- que, entre los dos Bancos, suman unos 
U$S 14:500.000; pero los funcionarios de los Bancos nos dicen que se llegó a un acuerdo con prácticamente todos los clientes. En 
nuestra impresión, todos los que calificaron y querían llegar a un acuerdo, lo concretaron. Los que están quedando fuera, no son 
personas que estaban debiendo por una devaluación abrupta o que mostraron voluntad de arreglar con los Bancos, sino que se 
trata de deudores que están en otro tipo de circunstancias que no vamos a calificar. De repente, tienen voluntad de pago, pero se 
encuentran en una total imposibilidad de pago real. En definitiva, se trata de situaciones que están fuera de lo que sería el espíritu 
general de las normas. Dicho espíritu determina que se desee arreglar las situaciones graves que se generaron en un hecho 
imprevisto, también grave, de manera voluntaria. 


Los señores Senadores saben cómo fue el mecanismo. Concretamente, hubo extensión de plazos, reducción de tasas de interés, 
eliminación de moras, es decir, una cantidad de formas a través de las que se trató de adecuar las cuotas. En general también se 
trataba de deudores en dólares y hay que tener presente que hoy, con la cotización actual del dólar con relación a lo que sería la 
proyección de su cotización antes de la devaluación, la diferencia no alcanza al 20%. Esto significa que tampoco hoy estamos en 
una situación tan grave como la que teníamos hace un tiempo, cuando las diferencias eran realmente grandes o cuando se dio el 
quiebre, momento en que las diferencias eran importantes. 


Esto es lo que quería decir para que los señores Senadores cuenten con información de primera mano que pudimos recolectar. 
Entiendo que es muy importante la solución que se había dado para la estabilidad general del país y para la percepción que ha 
ganado el Uruguay en materia de confianza. Dicha confianza se logró, básicamente, por el respeto íntegro a todas las normas 
preexistentes y a los contratos. Obviamente, los contratos entre dos partes se modifican por voluntad de dichas partes y, realmente, 
este fue el caso. Creo que un punto de diferencia que distinguió al Uruguay fue precisamente ese: el respeto a los contratos 
financieros, de deudores y de acreedores. Se respetaron las monedas, los derechos y se cumplió en tiempo y forma, salvo en 
algunos casos muy especiales. 


Asimismo, se respetaron los derechos tributarios de todos los contribuyentes e, incluso, en lo que tiene que ver con la devolución 
de impuestos -situación de la que el Estado podía haber zafado- ya que no sólo no se impuso nuevos tributos a sectores 
beneficiados, sino que tampoco se les quitaron las exenciones. Todo esto conformó un aparato que determina que cuando uno ve 
las cifras de la salida de la situación crítica, se da cuenta de que se trató de una salida inesperada por su rapidez y por su 
magnitud. Justamente, creo que en la base de todo eso se encuentra ese tipo de conductas, porque la gente del Fondo piensa que 
si bien el golpe que sufrió el país fue enorme, se hizo lo imposible por respetar todos los compromisos y se buscaron los 
mecanismos naturales de negociación. Hay que destacar que no se expropió ni se afectó el derecho de propiedad de nadie en 
ningún aspecto. 


Es todo lo que quería expresar. 


SEÑOR ASTORI.- Quisiera saber si los U$S 14:500.000 del Banco de la República y del Nuevo Banco Comercial corresponden a 
acuerdos realizados. 


SEÑOR MINISTRO..- Así es, señor Senador. 


SEÑOR HERRERA.- He escuchado atentamente al señor Ministro y coincido con muchos de los conceptos que ha vertido sobre la 
forma en que venimos saliendo de esta situación. 


Asimismo, me interesaría saber si podríamos tener información básica -no exageradamente desagregada- sobre el total de 
deudores en dólares; concretamente, me gustaría que se me informara cuántos de ellos calificaron de acuerdo con el documento 
administrativo que firmó el Ministerio con los Bancos. Por otro lado, me gustaría conocer el nivel de acuerdos alcanzado por cada 
Banco. Sólo esto quisiera saber, ya que el señor Ministro además mencionó que tenía la información pero no quería detallarla para 
no agregar demasiados datos. Creo que esta información puede ser de interés para ver cómo se viene actuando en cada Banco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que para complementar un poco el nivel de información, sería importante incluso saber a qué 
corresponden los créditos; es decir, si se puede saber, por ejemplo, cuándo la deuda es por concepto de única vivienda y cuándo 
no, además del nivel de mora y el monto total. Concretamente, a fin de ver la magnitud del problema, entendemos conveniente 
conocer el total de créditos que se daban con relación a estas solicitudes que calificaron y están en proceso. Me parece que el 
señor Ministro podría hacer un adelanto de aspectos acerca de los que quisiéramos tener la mayor información posible. 


SEÑOR MINISTRO.- Alguna información sí se va a poder dar. Seguramente no tenemos registro acerca de si las deudas son por 
concepto de vivienda única o no, pero sí podremos conocer -aunque va a insumir un tiempo más- el destino del préstamo, es decir, 
si es para compra de vivienda, de vehículos u otro bien de consumo duradero, o si directamente se trata de un préstamo al 
consumo minorista. 


Respecto al denominador que se mencionaba acerca de qué total se mide, habría que analizar un poco cuál es el más relevante. 
En este sentido están los que no calificaban porque dejaron de pagar hace un año o un año y medio, pero ello constituye otro tema. 
Si podemos conseguir información, con mucho gusto se la remitiremos. 


Por otro lado, la mora está a los niveles generales de los Bancos. Esa información sí la podemos pedir al Banco Central y sale la 
Cartera vencida sobre la Cartera total. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia en Sala del señor Ministro y del señor Subsecretario de Economía y Finanzas y 
asesores. 


(Se suspende la toma de versión taquigráfica) 


(Es la hora 13 y 57 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


